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ACLARACIÓN Y COMPLEMENTACIÓN DE LA SENTENCIA / TASACIÓN DE COSTAS / AGENCIAS EN DERECHO / PRESTACIONES SUCESIVAS – En ese sentido, como quiera que en el ordinal segundo de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral el 31 de marzo de 2016, el cual no fue modificado por esta Sala de Decisión, se indicó que la pensión especial de vejez otorgada al señor Fernando González Hoyos era reconocida a partir del 14 de marzo de 2011, no se evidencia la necesidad de establecer ninguna limitante, ni se percibe que al haber sido suprimido la oración “sin perjuicio de las mesadas que se causen con posterioridad.” se generen los inconvenientes que señala el recurrente.

Así las cosas, el que el retroactivo pensional, al ser actualizado en esta Sede, se haya liquidado desde el 19 de noviembre de 2011, en virtud a la afectación del fenómeno prescriptivo y hasta el 28 de febrero de 2017, sin que se mantuviera la aclaración ya anotada, ninguna incidencia tiene frente al hecho de que la mesada pensional deba seguirle siendo cancelada al actor, de manera indefinida a partir de marzo de 2017.
(…)

La norma, como puede verse, otorga al operador jurídico la facultad de moverse entre los topes mínimos y máximos establecidos en el Acuerdo 1887 de 2003, debiendo antes, analizar los presupuestos a tener en cuenta, dispuestos en la norma trascrita.
(…)
Puestas así las cosas, de acuerdo con las circunstancias relevantes que tuvieron lugar en el trámite de la primera instancia y que fueron analizadas en precedencia, el monto que corresponde a título de agencias en derecho, tal como en esta clase de asuntos se ha cuantificado por esta corporación en casos anteriores, sería el equivalente a 8 salarios mínimos vigentes, que para el año 2017 correspondían a $5.901.736 que al aplicarle el 90% ordenado en la sentencia de primera instancia corresponden a $5.311.562, razón por la cual se modificará la tasación efectuada por la a quo para, en su lugar, fijar y aprobar éste monto.  

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

Pereira, veintidós de enero de dos mil dieciocho
Acta número    de 22 de enero de 2018
En la fecha, procede la Sala No 1º a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra el auto de fecha 18 de mayo por medio del cual el Juzgado Quinto Laboral del Circuito aprobó la liquidación de las costas dentro del proceso ordinario laboral que el señor FERNANDO GONZALEZ HOYOS le promueve a la ADMINISTRADORA FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2015-00149-02.

ANTECEDENTES

Mediante sentencia proferida el día 31 de marzo de 2016, el Juzgado Quinto Laboral del Circuito, ordenó a la AFP Protección S.A. reconocer y pagar a favor del señor Fernando González Hoyos la pensión especial de vejez estipulada en el parágrafo 4º del artículo 33 de la ley 100 de 1993, así como un retroactivo pensional estimado en la suma de $65.819.825, al que debía serle descontado el saldo de la cuenta de ahorro individual que le fue devuelto, por la suma de $43.025.663, lo cual arrojó un monto final de $22.794.162.   Igualmente se dispuso el pago de intereses moratorios y las costas procesales.
En providencia de fecha 29 de marzo de 2017, esta Sala de decisión modificó el monto del retroactivo pensional causado entre el 19 de noviembre de 2011 y el 28 de febrero de 2017, fijándose éste en la suma de $81.245.357.  Así mismo se señaló que el valor que debía devolver el actor por concepto devolución de saldos era del orden de $43.025.663, quedando así un saldo insoluto de $38.219.694.
Una vez retornó el expediente al Juzgado de origen, fueron fijadas, liquidadas y aprobadas las agencias en derecho de primera y segunda instancia a favor del actor y en contra de la sociedad demandada en la suma de $11.847.568 y $737.717, respectivamente.
Inconforme con la tasación efectuada por la a quo la llamada a juicio interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de apelación, al estimar que dicha suma debía ser inferior en consideración a la duración del proceso y la actuación de las partes en el mismo, en el entendido que el demandante no tuvo que realizar un gran esfuerzo para lograr una decisión favorable, mientras que la llamada a juicio ha actuado de buena fe y eficientemente en aras de adelantar la defensa de sus intereses, por lo que solicitó que la agencias en derecho fueran reducidas a las mitad o menos.

En providencia de fecha 21 de junio de 2017, el juzgado de conocimiento estimó que la duración del proceso y la actuación de la parte actora justifica el monto fijado a título de agencias en derecho, en el entendido que por dos años su apoderado desplegó la labor judicial que culminó con una decisión favorable, por lo que no merece reproche su tasación; no obstante consideró que en virtud a la modificación de la sentencia en segunda instancia, que fijo un retroactivo pensional a favor del actor en la suma $38.219.693, no resultaba congruente mantener el monto inicial por lo que lo modificó a $7.643.939.

Luego de lo anterior, fue concedido el recurso de apelación razón por la cual se encuentra a conocimiento de esta Corporación para resolver lo pertinente.

En escrito de 14 de julio de 2017, la parte demandada, con el fin de dar cumplimiento a la sentencia proferida en este asunto solicitó la aclaración y adición de la sentencia de segunda instancia de manera oficiosa, toda vez que no fueron determinados los extremos, pues al modificarse el numeral 3º de la sentencia de primera instancia, esta Sala suprimió la expresión “sin perjuicio de las mesadas que se causen con posterioridad”, sin que se hubiere remplazado por otra.
La anterior solicitud la fundamentó en el hecho de que en la decisión de segundo grado se entiende que sólo se condenó al pago del remanente del retroactivo y sus intereses más no al pago de una mensualidad vitalicia, por lo que se infiere que no se confirmó la inclusión del demandante en la lista de pensionados.
También señala que se hace necesario conocer el límite temporal de la pensión de especial de vejez, toda vez que esta prestación está sujeta a una serie de condiciones que ameritan que se aclare y complemente la decisión de segunda instancia. 

CONSIDERACIONES

Problema jurídico

¿Procede en esta instancia procesal solicitarse la complementación y aclaración de la sentencia?
¿Ofrece verdadero motivo de incertidumbe el hecho de que no se haya determinado que el actor debía disfrutar de las mesadas pensionales futuras?
¿Qué monto debe fijarse como agencias en derecho en el presente asunto?
1. PROCEDENCIA DE LA ACLARACIÓN Y ADICIÓN DE  SENTENCIAS 
Conforme al Art. 285 del C.G.P., la aclaración de una sentencia es procedente cuando haya: “…conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, siempre que estén contenidas en la parte resolutiva de la sentencia o que influyan en ella.”; de otra parte, a la luz del Art. 287 ídem, la adición procede: “Cuando la sentencia omita la resolución de cualquiera de los extremos de la litis, o de cualquier otro punto que de conformidad con la ley debía ser objeto de pronunciamiento…”.   Disponen también dichas normas que las peticiones que se eleven en tal sentido, deben ser presentadas en el término de ejecutoria de la providencia, lapso con el que también cuenta el funcionario judicial, si las mismas se ordenan de manera oficiosa.
Sin esfuerzo se observa que estas figuras están previstas para reparar, inconsistencias insostenibles de las sentencias, tales como la falta de claridad que pueda representar su parte resolutiva respecto a las consideraciones que le sirvieron de fundamento o los cambios o alteraciones de nombres, o la falta de solución de los temas de la litis; pero no constituyen una especie de mecanismo que abra las puertas de una tercera instancia tendiente a controvertir los análisis fácticos o jurídicos realizados por el juzgador para solucionar la controversia. 

2. FIJACION DE AGENCIAS EN DERECHO   

El Código General de Proceso, dispone en su artículo 365 modificado por la Ley 1395 de 2010, la condena en costas a la parte vencida en juicio o  a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, súplica, queja, casación, revisión o anulación que haya formulado; así como a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o un amparo de pobreza, sin perjuicio de lo dispuesto en relación con la temeridad o mala fe.

Es indiscutible, que para establecer el valor de las costas, deben observarse una serie de circunstancias propias, que se extraen del debate procesal, en estricto cumplimiento del canon 366 ibídem, que dispone en su numeral 4º: “Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquéllas establecen solamente un mínimo, o éste y un máximo, el juez tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que pueda exceder el máximo de dichas tarifas.”
El Acuerdo 1887 de 2003, “Por el cual se establecen las tarifas de agencias en derecho”, en el capítulo que se ocupa de las actuaciones ante la justicia del trabajo –Capítulo II artículo 6º-, establece las siguientes tarifas en procesos ordinarios, a favor del trabajador, para la primera instancia: “Hasta el veinticinco por ciento (25%) del valor de las pretensiones reconocidas en la sentencia. Si ésta, además, reconoce obligaciones de hacer, se incrementará hasta cuatro (4) salarios mínimos mensuales legales vigentes por este concepto. (...) En los casos en que únicamente se ordene o niegue el cumplimiento de obligaciones de hacer, hasta cuatro (4) salarios mínimos mensuales legales vigentes. “(...) PARÁGRAFO: Si la sentencia reconoce prestaciones periódicas, hasta veinte (20) salarios mínimos mensuales legales vigentes”. 

La norma, como puede verse, otorga al operador jurídico la facultad de moverse entre los topes mínimos y máximos establecidos en el Acuerdo 1887 de 2003, debiendo antes, analizar los presupuestos a tener en cuenta, dispuestos en la norma trascrita.

3. EL  CASO CONCRETO

En este asunto lo primero que debe indicarse es que, no sólo no resulta procedente la solicitud de aclaración y complementación solicitada por la parte demanda, toda vez que las peticiones en ese sentido deben realizarse dentro del término de ejecutoria, lo cual no ocurrió en este caso, sino que ninguna omisión o imprecisión se evidencia en la sentencia proferida por esta Sala de decisión.
Lo anterior es así,  por cuando la pensión especial de vejez no tiene ningún condicionamiento para el disfrute en el caso de las personas que padezcan una deficiencia física, síquica o sensorial del 50% o más, que cumplan 55 años de edad y acrediten 1000 semanas de cotización, como si ocurre con la misma prestación  en relación con la madre o padre cabeza de familia, a cargo de un hijo que padezca invalidez física y mental, por lo que se debe entender que cuando se reconoce una prestación de esta naturaleza a una persona que se encuentra dentro los primeros supuestos, se hace de manera vitalicia.
En ese sentido, como quiera que en el ordinal segundo de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral el 31 de marzo de 2016, el cual no fue modificado por esta Sala de Decisión, se indicó que la pensión especial de vejez otorgada al señor Fernando González Hoyos era reconocida a partir del 14 de marzo de 2011, no se evidencia la necesidad de establecer ninguna limitante, ni se percibe que al haber sido suprimido la oración “sin perjuicio de las mesadas que se causen con posterioridad.” se generen los inconvenientes que señala el recurrente.
Así las cosas, el que el retroactivo pensional, al ser actualizado en esta Sede, se haya liquidado desde el 19 de noviembre de 2011, en virtud a la afectación del fenómeno prescriptivo y hasta el 28 de febrero de 2017, sin que se mantuviera la aclaración ya anotada, ninguna incidencia tiene frente al hecho de que la mesada pensional deba seguirle siendo cancelada al actor, de manera indefinida a partir de marzo de 2017.
Establecido lo anterior, debe ocuparse la Sala de la inconformidad de la parte demandada y en ese sentido debe indicarse que errada estuvo la tasación de las agencias en derecho realizada por la juez de primer grado en providencia de fecha 21 de junio de 2017, por medio de la cual modificó la liquidación que por tal concepto realizó en su sentencia, toda vez que aplicó el 20% al saldo insoluto obtenido luego de descontar al retroactivo calculado en la sentencia de segunda instancia el monto correspondiente a la devolución de saldos entregado por Protección S.A. al señor Fernando González Hoyos.
La anterior consideración obedece al hecho de que al tratarse la condena del reconocimiento y pago de una prestación sucesiva como lo es la pensión especial de vejez, las agencias en derecho debieron ser calculadas con base en lo establecido en el parágrafo del artículo 60 del Capitulo II del Acuerdo 1887 de 2003, es decir pudo haberle sido asignado hasta veinte (20) salarios mínimos mensuales legales vigentes. 

Ahora bien para determinar el número de salarios a considerar, es necesario precisar que el proceso iniciado por González Hoyos es un ordinario laboral de primera instancia, tendiente a obtener el reconocimiento y pago de un pensión especial de vejez, cuyo trámite, si bien no mostró mayor complejidad y se adelantó sin inconvenientes tuvo una duración de un año en primera instancia y otro más en esta Sede y se llevaron a cabo la audiencia del artículo 77 del C.P.T. y de la S.S. y la audiencia de trámite y juzgamiento, ésta última con la comparecencia de la abogada sustituta de la parte actora.   

Puestas así las cosas, de acuerdo con las circunstancias relevantes que tuvieron lugar en el trámite de la primera instancia y que fueron analizadas en precedencia, el monto que corresponde a título de agencias en derecho, tal como en esta clase de asuntos se ha cuantificado por esta corporación en casos anteriores, sería el equivalente a 8 salarios mínimos vigentes, que para el año 2017 correspondían a $5.901.736 que al aplicarle el 90% ordenado en la sentencia de primera instancia corresponden a $5.311.562, razón por la cual se modificará la tasación efectuada por la a quo para, en su lugar, fijar y aprobar éste monto.  

Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral No 2º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO.- MODIFICAR las agencias en derecho tasadas por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito, mediante auto de fecha 21 de junio de 2017.

SEGUNDO.- FIJAR como agencias en derecho, la suma de CINCO MILLONES TRESCIENTOS ONCE MIL QUINIENTOS SESENTA Y DOS PESOS ($5.311.562).

TERCERO.- APROBAR la liquidación antes efectuada.

Sin costas en esta instancia.

Notifíquese, 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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